
ARTICULO 143. FUNCIONES SOBRE COMPETENCIA DESLEAL. <Artículo
CONDICIONALMENTE exequible> La Superintendencia de Industria y Comercio tendrá
respecto de las conductas constitutivas de la competencia desleal las mismas atribuciones
señaladas legalmente en relación con las disposiciones relativas a promoción de la competencia y
prácticas comerciales restrictivas.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-649-01 de 20 de junio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Montealegre Lynett, 'únicamente por los cargos estudiados en esta providencia, y
CONDICIONANDO la exequibilidad a que se entienda que las funciones allí atribuidas a la
Superintendencia de Industria y Comercio tienen la naturaleza, el alcance y las características
señalados en la parte motiva de esta sentencia'.

Menciona además la Corte en la parte motiva:

'Es de anotar, eso sí, que este fallo tiene efectos hacia el futuro, para no generar desorden
entre los procesos que ya se han ventilado, o los que estén en trámite. Asimismo, el efecto de
cosa juzgada que asiste a esta decisión habrá de limitarse, en el sentido de que por tratarse de
unas normas acusadas que remiten a múltiples disposiciones legales, mal haría la Corte en
intentar abarcar todas las posibilidades que de tal remisión se derivan con el estudio de una
sola demanda. Por lo mismo, si en el futuro se considera que una integración normativa
específica derivada de la remisión que hacen las normas acusadas en este caso, es violatoria
de la Constitución, podrá abordarse el conocimiento de los cargos, siempre y cuando sean
diferentes a los que en esta oportunidad se estudiaron'.

- La Corte Constitucional en Sentencia C-582-99 del 11 de agosto de 1999, Magistrado
Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero, se declaró INHIBIDA para fallar sobre este
artículo, por ausencia de cargo.

ARTICULO 144. FACULTADES SOBRE COMPETENCIA DESLEAL. <Artículo
modificado por el artículo 49 de la Ley 962 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> Los
procesos jurisdiccionales que se adelanten ante la Superintendencia de Industria y Comercio en
materia de competencia desleal, se seguirán conforme a las disposiciones del proceso abreviado
previstas en el Capítulo I, Título XXII, Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil. En
caso de existir pretensiones indemnizatorias, estas se tramitarán dentro del mismo proceso.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. En los procesos por competencia desleal que conozca la
Superintendencia de Industria y Comercio que se hayan iniciado con anterioridad a la entrada en
vigencia de la presente ley, en caso que se solicite indemnización de perjuicios, una vez en firme
la decisión de la Superintendencia de Industria y Comercio respecto de las conductas de
competencia desleal, el afectado contará con quince (15) días hábiles para solicitar la liquidación
de los perjuicios correspondientes, lo cual se resolverá como un trámite incidental según lo
previsto en el Código de Procedimiento Civil.

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 49 de la Ley 962 de 2005, publicada en el Diario Oficial
No. 45.963 de 08 de julio de 2005

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-649-01 de 20 de junio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Montealegre Lynett, 'únicamente por los cargos estudiados en esta providencia, y
CONDICIONANDO la exequibilidad a que se entienda que las funciones allí atribuidas a la
Superintendencia de Industria y Comercio tienen la naturaleza, el alcance y las características
señalados en la parte motiva de esta sentencia'.

Menciona además la Corte en la parte motiva:

'Es de anotar, eso sí, que este fallo tiene efectos hacia el futuro, para no generar desorden
entre los procesos que ya se han ventilado, o los que estén en trámite. Asimismo, el efecto de
cosa juzgada que asiste a esta decisión habrá de limitarse, en el sentido de que por tratarse de
unas normas acusadas que remiten a múltiples disposiciones legales, mal haría la Corte en
intentar abarcar todas las posibilidades que de tal remisión se derivan con el estudio de una
sola demanda. Por lo mismo, si en el futuro se considera que una integración normativa
específica derivada de la remisión que hacen las normas acusadas en este caso, es violatoria
de la Constitución, podrá abordarse el conocimiento de los cargos, siempre y cuando sean
diferentes a los que en esta oportunidad se estudiaron'.

- La Corte Constitucional en Sentencia C-582-99 del 11 de agosto de 1999, Magistrado
Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero, se declaró INHIBIDA para fallar sobre este
artículo, por ausencia de cargo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTÍCULO 144. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> En las investigaciones por
competencia desleal la Superintendencia de Industria y Comercio seguirá el procedimiento
previsto para las infracciones al régimen de promoción de la competencia y prácticas
comerciales restrictivas, y podrá adoptar las medidas cautelares contempladas en las
disposiciones legales vigentes.

CAPITULO 2.

SOBRE PROTECCION DEL CONSUMIDOR

ARTICULO 145. ATRIBUCIONES EN MATERIA DE PROTECCION AL
CONSUMIDOR. <Ver Notas del Editor> La Superintendencia de Industria y Comercio ejercerá,
a prevención, las siguientes atribuciones en materia de protección del consumidor, sin perjuicio
de otras facultades que por disposición legal le correspondan:

a) Ordenar el cese y la difusión correctiva, a costa del anunciante, en condiciones idénticas,
cuando un mensaje publicitario contenga información engañosa o que no se adecue a las



exigencias previstas en las normas de protección del consumidor;

b) Ordenar la efectividad de las garantías de bienes y servicios establecidas en las normas de
protección del consumidor, o las contractuales si ellas resultan más amplias;

c) Emitir las órdenes necesarias para que se suspenda en forma inmediata y de manera preventiva
la producción, la comercialización de bienes y/o el servicio por un término de treinta (30) días,
prorrogables hasta por un término igual, mientras se surte la investigación correspondiente,
cuando se tengan indicios graves de que el producto y/o servicio atenta contra la vida o la
seguridad de los consumidores;

d) Asumir, cuando las necesidades públicas así lo aconsejen, las investigaciones a los
proveedores u organizaciones de consumidores por violación de cualquiera de las disposiciones
legales sobre protección del consumidor e imponer las sanciones que corresponda.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta Las
atribuciones otorgada a la Superintendencia de Industria y Comercio con la expedición de la
Ley 1480 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 48.220 de 12 de octubre de 2011, 'por
medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan otras disposiciones'.
Destaca en especial el editor, los artículo 51, 54, 55, 58, 59, 60, y 61.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1071-
02 de diciembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre Lynett, 'únicamente
por los cargos estudiados en esta providencia, y siempre y cuando se entienda que, de
conformidad con el fundamento 16 de esta sentencia, las funciones allí atribuidas a la
Superintendencia de Industria y Comercio deben ejercerse por funcionarios que gocen de
independencia e imparcialidad'.

En el fundamento 16 expresa la Corte: '16- El estudio precedente lleva a la Corte a concluir
que en este caso se presenta la tercera hipótesis. Así, como se explicó, las funciones
judiciales de la Superintendencia de Industria y Comercio en materia de protección al
consumidor se ven en ocasiones interferidas por las labores de vigilancia y control que esa
misma entidad desarrolla en esos campos, lo cual afecta el principio de imparcialidad. Sin
embargo, no existen razones para considerar que es imposible que la estructura y
funcionamiento de esa entidad no puedan ajustarse a fin de garantizar la autonomía de esas
atribuciones judiciales. No es pues necesario recurrir a la solución más drástica de declarar la
inexequibilidad de esas funciones judiciales de la Superintendencia de Industria y Comercio
en materia de protección al consumidor pues basta condicionar su alcance, tal y como lo hizo
la sentencia C-649-01 de 2001 en relación con las atribuciones judiciales de esa misma
superintendencia en materia de competencia desleal.

La Corte concluye entonces que la disposición acusada es exequible, pero siempre y cuando,
por los procedimientos constitucionales previstos, la estructura y funcionamiento de esa
superintendencia sean ajustados para asegurar que no podrá el mismo funcionario o despacho
de la Superintendencia de Industria y Comercio ejercer funciones jurisdiccionales respecto de



casos de protección al consumidor, en los cuales ya se hubiera pronunciado con anterioridad,
con motivo del ejercicio alguna de sus funciones administrativas, ya fuere inspección,
vigilancia o control en la materia. Tales tareas deben ser desarrolladas por funcionarios
distintos, que no tengan relación alguna de sujeción jerárquica o funcional frente a quienes
dictaron o aplicaron pronunciamientos en materia de protección al consumidor que se
refieran directamente al asunto que se somete a su conocimiento'.

TITULO V.

DE LA SUPERINTENDENCIA BANCARIA

CAPITULO 1.

FUNCIONES JURISDICCIONALES

ARTICULO 146. ATRIBUCION EXCEPCIONAL DE COMPETENCIA A LA
SUPERINTENDENCIA BANCARIA. <Artículo incorporado en el Artículo 326 Numeral 8o. del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero>

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo el editor sugiere tener en cuenta las razones que tuvo
la Corte Constitucional para declarar INEXEQUIBLE la modificación introducida por el
Artículo 51 de la Ley 510 de 1999, en Sentencia C-1641-00.

Notas de vigencia

- Artículo modificado por el artículo 51 de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario Oficial
No. 43.654 del 4 de agosto de 1999. La modificación fue declarada INEXEQUIBLE.

- Artículo incorporado en el Artículo 326 Numeral 8o. del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, por el Artículo 1o. del Decreto 28 de 1999, 'Por medio del cual se incorporan al
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero las disposiciones previstas en la Ley 446 de 1998',
publicado en el Diario Oficial No. 43.335 de 8 de julio de 1998.

Notas del Editor



- En criterio del editor, en relación con la incorporación de este artículo en el Decreto 1818
de 1998, debe tenerse en cuenta lo establecido por la Corte Constitucional en Sentencia C-
558-92, M.P. Dr. Ciro Angarita Barón, cuyos apartes relevantes se transcriben a
continuación:

'... Incorporar sin sustituir, esto es, sin producir la derogatoria de las disposiciones legales que
se pretende subsumir en un régimen jurídico de imperativo cumplimiento, que puede estar
contenido en uno o varios textos, equivale a realizar labores de compilación carentes de
fuerza vinculante, similares a las que efectúan los particulares. Significaría no ejercer una
competencia de naturaleza eminentemente legislativa, como quiera que, lo que caracteriza a
la función de regulación normativa desde el punto de vista material, es la creación de
proposiciones jurídicas 'con fuerza de ley', esto es, la producción de normas jurídicas
obligatorias, coercibles y vinculantes. La sustitución de las normas incorporadas es una
facultad inherente y consustancial a la de expedir estatutos orgánicos, códigos o cuerpos
legales integrales como quiera que la incorporación a estos de las normas que conforman la
legislación existente sobre una determinada materia produce como obligada consecuencia, su
derogatoria tácita ...'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo 51 de la Ley 510 de 1999 declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1641-00 del 29 de noviembre de 2000, Magistrado Ponente Dr.
Alejandro Martínez Caballero.

En las consideraciones de la sentencia la Corte establece:

'23- Considera la Corte que la función de inspección, control y vigilancia permite a las
superintendencias dar instrucciones que comprometen un criterio de imparcialidad para
juzgar posteriormente los asuntos previstos en el artículo 51 de la Ley 510 de 1999 porque,
como bien lo señala el demandante, su actuación estará sujeta a esos pronunciamientos
anteriores, lo cual sin duda vulnera los artículos 228 y 229 de la Constitución, en consonancia
con el artículo 29 ídem.

'24- Como es función de la Superintendencia Bancaria velar porque las entidades sujetas a
control absuelvan las inquietudes de los clientes, y para tal efecto pueden adoptar las
regulaciones del caso, también es contrario al criterio de imparcialidad que luego ésta decida
judicialmente sobre las controversias derivadas de una respuesta desfavorable o la negativa a
ella, tal y como lo señala el parágrafo primero del artículo 52 de la ley 510 de 1999, norma
que también deberá ser declarada inexequible.'

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTÍCULO 146.  En aplicación del artículo 116 de la Constitución Política, las entidades
vigiladas por la Superintendencia Bancaria podrán convenir con sus clientes o usuarios el
sometimiento ante esa autoridad, de ciertos asuntos contenciosos que se susciten entre ellos
para que sean fallados en derecho por la Superintendencia Bancaria con carácter definitivo y
con las facultades propias de un juez.

En desarrollo de la facultad jurisdiccional atribuida por esta ley, la Superintendencia Bancaria
podrá conocer de las controversias que surjan entre la entidad vigilada y sus clientes o
usuarios, relacionadas exclusivamente con la ejecución y el cumplimiento de las obligaciones
contractuales que asuman en el desarrollo de su objeto social para la prestación de los
servicios propios de su actividad financiera, aseguradora, previsional, o capitalizadora.

Sin perjuicio de lo anterior, sólo podrán someterse a esa competencia jurisdiccional los
asuntos sin cuantía determinable y aquellos cuyo valor no exceda de cincuenta (50) salarios
mínimos legales vigentes mensuales.

Con todo, la Superintendencia Bancaria no podrá conocer de ningún asunto que por virtud de
las disposiciones legales vigentes deba ser sometido al proceso de carácter ejecutivo.
Tampoco podrán ser sometidas a su competencia acciones de carácter penal, sin perjuicio de
la obligación de informar y dar traslado a la jurisdicción competente de eventuales hechos
punibles de los cuales tenga conocimiento, en cuyo caso el trámite ante la Superintendencia
quedará sujeto a prejudicialidad.

PARAGRAFO 1o. La anterior atribución de funciones jurisdiccionales a la Superintendencia
Bancaria comenzará a regir seis (6) meses después de la entrada en vigencia de la presente
ley. Para tal efecto el Gobierno Nacional podrá modificar la estructura y funciones de la
Superintendencia, con el exclusivo propósito de efectuar las adecuaciones necesarias para dar
eficaz cumplimiento a lo dispuesto en esta ley.

PARAGRAFO 2o. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la sanción de esta ley, el
Gobierno Nacional tendrá la facultad para incorporar al Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero las disposiciones previstas en esta ley en relación con la Superintendencia
Bancaria.

TITULO VI.

COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO

ARTICULO 147. COMPETENCIA A PREVENCION. <Artículo incorporado en el Artículo
326 Numeral 8o. del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero>

Notas de vigencia

- Artículo incorporado en el Artículo 326 Numeral 8o. del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, por el Artículo 1o. del Decreto 28 de 1999, 'Por medio del cual se incorporan al
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero las disposiciones previstas en la Ley 446 de 1998',
publicado en el Diario Oficial No. 43.335 de 8 de julio de 1998.



Notas del Editor

- En criterio del editor, en relación con la incorporación de este artículo en el Decreto 1818
de 1998, debe tenerse en cuenta lo establecido por la Corte Constitucional en Sentencia C-
558-92, M.P. Dr. Ciro Angarita Barón, cuyos apartes relevantes se transcriben a
continuación:

'... Incorporar sin sustituir, esto es, sin producir la derogatoria de las disposiciones legales que
se pretende subsumir en un régimen jurídico de imperativo cumplimiento, que puede estar
contenido en uno o varios textos, equivale a realizar labores de compilación carentes de
fuerza vinculante, similares a las que efectúan los particulares. Significaría no ejercer una
competencia de naturaleza eminentemente legislativa, como quiera que, lo que caracteriza a
la función de regulación normativa desde el punto de vista material, es la creación de
proposiciones jurídicas 'con fuerza de ley', esto es, la producción de normas jurídicas
obligatorias, coercibles y vinculantes. La sustitución de las normas incorporadas es una
facultad inherente y consustancial a la de expedir estatutos orgánicos, códigos o cuerpos
legales integrales como quiera que la incorporación a estos de las normas que conforman la
legislación existente sobre una determinada materia produce como obligada consecuencia, su
derogatoria tácita ...'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1641-
00 del 29 de noviembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero, pero
únicamente por los cargos estudiados en esta sentencia.

- Apartes subrayados declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-672-99 del 9 de septiembre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera
Carbonell, pero únicamente en los cargos analizados mediante esa sentencia

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTÍCULO 147. La Superintendencia o el Juez competente conocerán a prevención de los
asuntos de que trata esta parte.

El Superintendente o el Juez competente declarará de plano la nulidad de lo actuado
inmediatamente como tenga conocimiento de la existencia del proceso inicial y ordenará
enviar el expediente a la autoridad que conoce del mismo. El incumplimiento de este deber
hará incurrir al respectivo funcionario en falta disciplinaria, salvo que pruebe causa
justificativa.

Con base en el artículo 116 de la Constitución Política, la decisión jurisdiccional de la
Superintendencia respectiva, una vez ejecutoriada, hará tránsito a cosa juzgada.

ARTICULO 148. PROCEDIMIENTO. <Ver modificaciones directamente en el EOSF>
<Artículo incorporado en el artículo 326 Numeral 8o. del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, por el artículo 1o. del Decreto 28 de 1999>



Notas de Vigencia

- Artículo incorporado en el Artículo 326 Numeral 8o. del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, por el Artículo 1o. del Decreto 28 de 1999, 'Por medio del cual se incorporan al
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero las disposiciones previstas en la Ley 446 de 1998',
publicado en el Diario Oficial No. 43.335 de 8 de julio de 1998.

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 510 de 1999:

ARTÍCULO 148. El procedimiento que utilizarán las Superintendencias en el trámite de los
asuntos de que trata esta parte será el previsto en la Parte Primera, Libro I, Título I del
Código Contencioso Administrativo, en especial el correspondiente al ejercicio del derecho
de petición en interés particular y las disposiciones contenidas en el capítulo VIII. Para lo no
previsto en este procedimiento, se aplicarán las disposiciones del Proceso Verbal Sumario
consagradas en el procedimiento civil.

Las Superintendencias deberán proferir la decisión definitiva dentro del término de los treinta
(30) días hábiles siguientes a la fecha en que se reciba la petición de manera completa. No
obstante, en todo el trámite del proceso las notificaciones, la práctica de pruebas y los
recursos interpuestos interrumpirán el término establecido para decidir en forma definitiva.

<Ver Notas del Editor> <Inciso 3o. CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Los actos que
dicten las Superintendencias en uso de sus facultades jurisdiccionales no tendrán acción o
recurso alguno ante las autoridades judiciales. Sin embargo, la decisión por la cual las
entidades se declaren incompetentes y la del fallo definitivo, serán apelables ante las mismas.

Las notificaciones personales que deban surtirse durante estos procesos, respecto de las
entidades vigiladas se realizarán depositando copia de la petición junto con sus anexos, en el
casillero asignado por la respectiva Superintendencia a cada una de ellas, si es del caso.

PARAGRAFO 1o.  

<Consultar la versión de este parágrafo corregida por el Decreto 131 de 2001 -declarado
NULO- directamente en el Decreto 131 de 2001>

<Consultar la versión de este parágrafo modificada por la Ley 640 de 2001 -declarado
INEXEQUIBLE desde su promulgación- directamente en la Ley 640 de 2001>

<Parágrafo INEXEQUIBLE> Previo al sometimiento ante la Superintendencia Bancaria de
los asuntos que por virtud de la cláusula general de competencia atribuida en la presente ley
son susceptibles de ser conocidos por ella, el cliente deberá presentar, cuando la hubiere, una
reclamación directa ante el Defensor del Cliente o figura análoga en la respectiva entidad
vigilada. Con todo, cuando la entidad no haya designado un Defensor o no mantenga una
figura análoga, el cliente o usuario podrá acudir directamente ante esa autoridad para que le
sea resuelta la controversia.

No obstante, en aquellos eventos en que el cliente se encuentre inconforme con la decisión
adoptada por el Defensor del Cliente o figura análoga, podrá someter a la competencia de la
Superintendencia Bancaria la definición de dicha controversia.



De igual forma, la Superintendencia Bancaria podrá resolver las controversias en los eventos
en que la reclamación ante el Defensor del Cliente o figura análoga no haya sido resuelta en
el tiempo asignado en el propio reglamento interno para proferir respuesta definitiva o
cuando haya sido formalmente denegada la admisión de la petición.

En estos eventos, a la petición deberá adjuntarse copia de la decisión y señalar las razones de
inconformidad con la misma, la prueba de que la controversia no ha sido resuelta dentro del
término señalado en el reglamento interno o la copia del documento mediante el cual el
Defensor del Cliente o figura análoga inadmite la petición.

PARAGRAFO 2o. Para acudir ante la Superintendencia de Valores, los accionistas
minoritarios a que se refiere el artículo 141 de la presente ley deberán probar dentro de los
dos (2) meses siguientes a la fecha de la reunión de la asamblea general de accionistas en la
cual se tomaron las decisiones que no están dirigidas al desarrollo y protección del interés
social, que previamente se informó de tales hechos a la junta directiva y al representante legal
y que han transcurrido treinta (30) días desde que se informó a los administradores y éstos no
han adelantado ninguna actuación conducente a verificar las irregularidades denunciadas ni a
corregirlas o contrarrestarlas, cuando fuere el caso.

En los casos en que las decisiones o actuaciones sean de la junta directiva o de los
representantes legales, el trámite previo al que se refiere el presente parágrafo, deberá surtirse
ante la asamblea general de accionistas y los dos (2) meses a que se refiere el inciso anterior
se contarán desde la fecha de la reunión de la junta directiva o desde la fecha de la actuación
del representante, según fuere el caso.

Para establecer el cumplimiento del trámite previsto en el presente parágrafo, se analizarán
las actuaciones que el órgano respectivo pueda realizar, de acuerdo con su competencia legal
y estatutaria.

PARAGRAFO 3o. En firme la decisión de la Superintendencia de Industria y Comercio
respecto de las conductas constitutivas de competencia desleal, el afectado contará con
quince (15) días hábiles para solicitar la liquidación de los perjuicios correspondientes, lo
cual se resolverá como un trámite incidental según lo previsto en el Código de Procedimiento
Civil.  

Texto original de la Ley 446 de 1998:

<Artículo incorporado en el Artículo 326 Numeral 8o. del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero>

ARTICULO 148.  El procedimiento que utilizarán las Superintendencias en el trámite de los
asuntos de que trata esta parte será el previsto en la Parte Primera, Libro I, Título I del
Código Contencioso Administrativo, en especial el correspondiente al ejercicio del derecho
de petición en interés particular y las disposiciones contenidas en el capítulo VIII. Las
Superintendencias deberán proferir la decisión definitiva dentro de los treinta (30) días
hábiles siguientes a la fecha en que reciban la solicitud.

Los actos que dicten las Superintendencias en uso de estas facultades jurisdiccionales no
tendrán acción o recurso alguno ante las autoridades judiciales.

PARAGRAFO. Previo el sometimiento ante la Superintendencia Bancaria de los asuntos que



por virtud de la cláusula general de competencia atribuida en la presente ley son susceptibles
de ser conocidos por ella, el cliente o usuario deberá presentar, cuando lo hubiere, una
reclamación directa ante el Defensor del Cliente o figura análoga en la respectiva entidad
vigilada. Con todo, cuando la entidad no haya designado un Defensor o no mantenga una
figura análoga el cliente o usuario podrá acudir directamente ante esa autoridad para que le
sea resuelta la controversia.

En consecuencia, el cliente o usuario que se dirija ante la Superintendencia Bancaria, deberá
presentar una petición formal a esa autoridad en los términos señalados en el Capítulo III del
Código Contencioso Administrativo, incluyendo, en caso de insatisfacción, la decisión
adoptada por el Defensor de la Entidad y las razones de inconformidad frente a la misma.

De igual forma la Superintendencia Bancaria deberá resolver las controversias en los eventos
en que la reclamación ante el Defensor del Cliente no haya sido resuelta en el tiempo
asignado en el propio reglamento interno para proferir respuesta definitiva o cuando haya
sido formalmente denegada la admisión de la petición.

PARTE V.

DE LA ASISTENCIA LEGAL POPULAR

TITULO I.

DEL SERVICIO LEGAL POPULAR

CAPITULO 1.

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 149. SERVICIO LEGAL POPULAR. <Artículo derogado por el artículo 1o. de
la Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo, derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional:

- Mediante la Sentencia C-723-99 del 29 de septiembre de 1999, Magistrado Ponente Dr.
Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-
247-99.

- Mediante Sentencia C-375-99 de 26 de mayo de 1999, Magistrado Ponente Dr.José
Gregorio Hernández Galindo, la Corte Constitucional  declaró estese a lo resuelto en la
Sentencia C-247-99.

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTICULO 149. El servicio legal popular es un servicio social de carácter obligatorio para
optar al título profesional de Abogado, en los términos y durante el tiempo señalado en la
presente ley.

Este servicio deberá cumplirse de manera concurrente con la terminación y aprobación de las
materias del pénsum académico, la presentación y aprobación de los exámenes preparatorios
y la elaboración y sustentación de la monografía de acuerdo con la ley. Los requisitos legales
en ningún caso serán susceptibles de omisión, homologación, ni sustitución.

ARTICULO 150. MODALIDADES. <Artículo derogado por el artículo 1o. de la Ley 552 de
1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto  en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior



Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTICULO 150. Los egresados de Facultades de Derecho podrán informar al Consejo
Superior de la Judicatura que van a prestar el servicio legal popular en alguno de los cargos
autorizados por la presente ley por haber sido designados en el mismo, quien otorgará su
visto bueno y dejará constancia de este hecho.

Si el aspirante así lo prefiere, podrá dirigirse directamente ante el Consejo Superior de la
Judicatura, a fin de que éste determine el lugar en donde deberá cumplir el requisito de
servicio legal popular, de acuerdo con lo previsto en esta ley.

ARTICULO 151. DE LAS ACTIVIDADES DENTRO DE LAS CUALES PUEDE
EJERCERSE EL SERVICIO LEGAL POPULAR. <Artículo derogado por el artículo 1o. de la
Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

- Numeral 5. derogado con posterioridad a la declaratoria de INEXEQUIBILIDAD
establecida mediante Sentencia de la Corte Constitucional C-247-99, por el artículo 159 del
Decreto 1122 de 1999, publicado en el Diario Oficial No. 43.622 del 29 de junio de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- El Decreto 1122 de 1999 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-923-99 del 18 de noviembre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alvaro
Tafur Galvis.

- Mediante la Sentencia C-723-99 del 29 de septiembre de 1999, Magistrado Ponente Dr.
Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-
247-99.

- Mediante Sentencia C-375-99 de 26 de mayo de 1999, Magistrado Ponente Dr.José
Gregorio Hernández Galindo, la Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la
Sentencia C-247-99.

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional se declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-
247-99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE, exepto los numerales 4 y 5 que se declaran
INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99 del 21 de abril
de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:



ARTICULO 151. Para cumplir el requisito de servicio legal popular, el egresado deberá
desarrollar alguna de las siguientes actividades, trabajando tiempo completo y con dedicación
exclusiva:

1. Haber cumplido el término de práctica previsto por la ley para alguno de los siguientes
cargos:

a) Servidor público con funciones jurídicas según el manual de funciones de los organismos
de la Rama Jurisdiccional, del Ministerio Público, de la Fiscalía General, de la Justicia Penal
Militar;

b) Inspector de policía, Secretario de inspección de policía, Director, Subdirector, Asesor
jurídico de establecimiento de reclusión penitenciaria o carcelaria;

c) Empleado con funciones jurídicas en Centros de Conciliación o arbitraje;

d) Monitor de consultorio jurídico, con carácter de asistente docente del Director del
consultorio jurídico o Secretario del mismo consultorio;

e) Asistente con funciones jurídicas en las Comisarías o Defensorías de Familia, o

2. Haber desempeñado funciones de Defensoría Pública de oficio en los términos y
condiciones que lo reglamentan, o

3. Haber prestado su servicio, como Abogado, durante un año, atendiendo en forma
permanente un mínimo de quince (15) procesos, defendiendo gratuitamente los intereses de
personas de escasos recursos, en los asuntos contemplados en el artículo 31 del Decreto 196
de 1971, por cuenta de la Defensoría del Pueblo, quien emitirá la certificación de que trata el
artículo 155 de esta ley.

El año de ejercicio profesional a que se refiere el inciso anterior tendrá que ser continuo y no
podrá sumarse a los cargos enumerados anteriormente. Igualmente deberá ser prestado una
vez concluidas y aprobadas las materias correspondientes al pénsum que cada universidad
exija para el otorgamiento del título profesional de abogado.

4. <Literal INEXEQUIBLE> Haber desarrollado labores jurídicas en entidades públicas del
orden nacional, departamental o municipal.

5. <Literal INEXEQUIBLE> Haber prestado su servicio como Abogado o asesor jurídico de
entidad bajo la vigilancia de las Superintendencias Bancaria, de Valores o de Sociedades.

PARAGRAFO 1o. El egresado, portador de la licencia temporal a que se refiere el artículo
32 del Decreto 196 de 1971, cuando actúe en cumplimiento del requisito de servicio legal
popular, podrá adelantar procesos ante los juzgados de menores y de familia. Así mismo
podrá servir como defensor de oficio en los procesos disciplinarios en los términos del
Código Disciplinario Unico, o administrativos que se adelanten en los Juzgados
Administrativos, mientras la licencia estuviere vigente, previa autorización del funcionario
competente de la Defensoría del Pueblo.

En las mismas condiciones podrá intervenir en materia penal, durante todo el curso del
proceso, por designación del interesado, o de oficio, como defensor o representante del
perjudicado.



PARAGRAFO 2o. Los egresados ejercerán las funciones de carácter jurídico que el superior
jerárquico les asigne y las que para cada cargo estén establecidas en la Constitución, la ley, el
reglamento y el respectivo manual de funciones de la entidad correspondiente.

ARTICULO 152. DE LA VINCULACION A PROGRAMAS DE SERVICIO LEGAL
POPULAR. <Artículo derogado por el artículo 1o. de la Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTICULO 152. El Consejo Superior de la Judicatura enviará listas a las entidades
nominadoras, para que los egresados que opten por dirigirse directamente a él, con el fin de
prestar el servicio legal popular, sean vinculados en las actividades de que trata el artículo
anterior.

ARTICULO 153. DE LA CONFORMACION DE LAS LISTAS DE ESTUDIANTES.
<Artículo derogado por el artículo 1o. de la Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional:

- Mediante la Sentencia C-723-99 del 29 de septiembre de 1999, Magistrado Ponente Dr.
Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-
247-99, la cual declaró EXEQUIBLE la totalidad del artículo 153.

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucioanl declaró estese a lo resuelto  en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTICULO 153. Para los efectos del artículo anterior, cada Facultad de Derecho informará
al Consejo Superior de la Judicatura de los estudiantes que hayan terminado las materias
correspondientes al pénsum académico, semestral o anualmente según esté diseñado cada
programa. La Universidad señalará, igualmente, las áreas del derecho dentro de las cuales
cada egresado quiera desempeñarse, el tipo de actividades que prefiera desarrollar y los casos
en los cuales los egresados están en condiciones de adelantar el servicio social fuera del
distrito judicial de su domicilio.

Con base en la información remitida por cada universidad, el Consejo Superior de la
Judicatura determinará el lugar donde cada egresado deba cumplir el requisito de servicio
legal popular, teniendo en cuenta:

a) El lugar de domicilio del egresado, o su manifestación de estar en condiciones de prestar
servicio social fuera del mismo;

b) Las necesidades de justicia de cada región;

c) Las preferencias de los estudiantes en relación con las materias y las actividades;

d) Si las actividades a desarrollarse por el egresado son de carácter remunerado o gratuito.

PARAGRAFO 1o. En los casos en los cuales las necesidades de justicia de la región no
correspondan con la disponibilidad de los egresados, en los términos de la información
enviada por las universidades, de acuerdo con el reglamento que para el efecto expida el
Consejo Superior de la Judicatura se llevará a cabo un sorteo para determinar cuáles de los
estudiantes deberán adelantar estas prácticas en condiciones diferentes de las solicitadas por
ellos, concediéndoseles los beneficios especiales de que trata la presente ley.

PARAGRAFO 2o. Si pasados seis (6) meses contados a partir de la recepción de las listas
por parte del Consejo Superior de la Judicatura, éste no ha asignado al egresado la actividad
dentro de la cual desarrolle el servicio legal popular, se entenderá que la mencionada
obligación cesa para el estudiante.

PARAGRAFO 3o. La información a que se refiere el presente artículo deberá ser remitida en
el formato que para tal efecto diseñe el Consejo Superior de la Judicatura, el cual deberá



contener adicionalmente la firma de cada estudiante certificando la veracidad de la
información allí consignada.

ARTICULO 154. DURACION Y BENEFICIOS. <Artículo derogado por el artículo 1o. de la
Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto  en la Sentencia C-247-
99, fue reiterado

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTICULO 154. Para la obtención de la certificación del cumplimiento del requisito de
servicio legal popular por parte del Consejo Superior de la Judicatura se tendrán en cuenta los
siguientes parámetros:

a) La prestación del servicio legal popular, en cualquiera de las modalidades previstas en el
artículo 151 de esta ley, tendrá una duración de un (1) año;

b) El egresado que acuda al Consejo Superior de la Judicatura para ser ubicado,
preferiblemente deberá serlo dentro de los temas de su preferencia y dentro del distrito
judicial de su domicilio permanente.

En todo caso, cuando el egresado sea remitido a prestar el servicio legal popular fuera del
lugar donde cursó estudios o del solicitado por él, deberá ser designado en cargos que sean
remunerados;

c) Cuando el egresado preste su servicio social obligatorio cumpliendo funciones de
Defensoría Pública de oficio, la duración de la práctica será de seis (6) meses;

d) Si el egresado en desarrollo de la práctica establecida en el numeral 3 del artículo 151 de
la presente ley atiende por lo menos 25 procesos, su duración será de seis (6) meses.

ARTICULO 155. CERTIFICACION. <Artículo derogado por el artículo 1o. de la Ley 552 de
1999>.

Notas de vigencia



- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

-Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTICULO 155. Una vez terminada satisfactoriamente la práctica a que se refiere el
presente título, el servidor público o el Director de Consultorio Jurídico que haya actuado
como superior jerárquico del egresado, expedirá una certificación sobre el cumplimiento del
requisito, la cual deberá ser refrendada por el Consejo Superior de la Judicatura dentro de los
diez (10) días siguientes a su presentación.

La Universidad no podrá otorgar el título profesional de Abogado a ninguna persona que no
presente el certificado refrendado por el Consejo Superior de la Judicatura. Esta labor podrá
ser delegada en las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura del
lugar en el cual se desarrolle el servicio legal popular.

ARTICULO 156. DEL SERVICIO LEGAL POPULAR EN CONSULTORIOS JURIDICOS.
<Artículo derogado por el artículo 1o. de la Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior



Texto original de la Ley 446 de 1999:

ARTICULO 156. Quienes cumplan su servicio legal popular como monitores del consultorio
jurídico de la Universidad de la cual son egresados, serán nombrados por el respectivo
Director del Consultorio siempre y cuando que hayan sido incluidos en la lista que para el
efecto sea enviada al Consejo Superior de la Judicatura.

ARTICULO 157. DEL SERVICIO LEGAL POPULAR EN LA DEFENSORIA PUBLICA.
<Artículo derogado por el artículo 1o. de la Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTICULO 157. Los egresados que cumplan su servicio desempeñado funciones de
Defensoría Pública en los términos y condiciones que lo reglamentan deberán ser nombrados
por la Defensoría del Pueblo, de lista enviada por el Consejo Superior de la Judicatura. En
desarrollo del artículo 2o. de la Ley 270 de 1996, la Defensoría del Pueblo velará por que la
cobertura de la Defensoría Pública se extienda a todo el territorio nacional, para lo cual
nombrará Defensores en cada municipio del país.

ARTICULO 158. EJERCICIO GRATUITO DE LA PROFESION. <Artículo derogado por el
artículo 1o. de la Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTICULO 158. Los egresados que cumplan su servicio legal popular a través del ejercicio
de la profesión de abogado en forma gratuita, en los términos del numeral 3 del artículo 151
de la presente ley, deberán inscribirse en la Defensoría del Pueblo, quien velará por que,
dentro de lo posible, la cobertura de sus funciones se extienda a todo el territorio nacional, así
como el cumplimiento de los requisitos señalados en la presente ley.

CAPITULO 2.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

ARTICULO 159. REGIMEN DISCIPLINARIO. <Artículo derogado por el artículo 1o. de la
Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación Anterior

Texto original de la ley 446 de 1998:

ARTÍCULO 159. Para todos los efectos se entiende que quienes realizan el servicio legal
popular, cumplen funciones de 'abogados de pobres', y estarán sujetos al régimen
disciplinario sobre el ejercicio de la abogacía que contemplan las disposiciones legales
vigentes.

ARTICULO 160. REGIMEN TRANSITORIO. <Artículo derogado por el artículo 1o. de la



Ley 552 de 1999>.

Notas de vigencia

- Título I de la Parte V, al cual pertenece este artículo,  derogado por el artículo 1o. de la Ley
552 de 1999, publicada en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de enero de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-375-99 de 26 de mayo de 1999, Magistrado Ponente Dr.José
Gregorio Hernández Galindo, la Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la
Sentencia C-247-99.

- Mediante Sentencia C-255-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-247-
99.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

Legislación Anterior

Texto original de la ley 446 de 1998:

ARTÍCULO 160. Las disposiciones del presente título se aplicarán a quienes terminen sus
estudios universitarios doce (12) meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.

TITULO II.

DE LA DEFENSORIA DE OFICIO

ARTICULO 161. ABOGADOS INSCRITOS. Los abogados inscritos que actúen como
defensores de oficio de manera gratuita y permanente, como mínimo, dentro de diez (10)
procesos anualmente, tendrán derecho a que se les garantice la prestación de los servicios de
seguridad social a cargo del Estado, en igualdad de condiciones al personal vinculado a la
Defensoría del Pueblo, pero los aportes serán cubiertos en su integridad por el Estado a través del
régimen subsidiado previsto por las disposiciones legales que regulan la materia.

Para los casos en que el abogado atienda procesos con pluralidad de sindicados el número de
procesos señalados en el inciso anterior se reducirá a seis (6).

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99
del 21 de abril de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

PARTE VI.

VIGENCIA, DEROGATORIAS Y OTRAS DISPOSICIONES



ARTICULO 162. LEGISLACION PERMANENTE. Adóptase como legislación permanente
los artículos 9o., 12 a 15, 19, 20, 21 salvo sus numerales 4 y 5, 23, 24, 33 a 37, 41, 46 a 48, 50,
51, 56 y 58 del Decreto 2651 de 1991.

ARTICULO 163. VIGENCIA. Esta ley rige desde su publicación. Salvo disposición en
contrario, los recursos interpuestos, los términos que hubieren comenzado a correr y las
notificaciones que se estén surtiendo se regirán por las normas vigentes cuando se interpuso el
recurso, el término, se promovió el incidente, o comenzó a surtirse la notificación. Los procesos
en curso que se encuentren en período probatorio se someterán de inmediato a las normas que en
materia de pruebas contiene la presente ley en cuanto a su práctica el Juez o Magistrado
concederá a las partes un término de tres (3) días para que reformulen la petición de pruebas no
practicadas de acuerdo a la presente ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-375-99 de 26 de mayo de 1999, Magistrado Ponente
Dr.José Gregorio Hernández Galindo.

ARTICULO 164. VIGENCIA EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA.
<Artículo derogado por el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011. Rige a partir del dos (2) de julio
del año 2012>  

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial
No. 47.956 de 18 de enero de 2011. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012.

- Parágrafo modificado por el artículo 1 de la Ley 954 de 2005, publicada en el Diario Oficial
No. 45.893 de 28 de abril de 2005.

El artículo 7 de la Ley 954 de 2005 establece: 'La presente ley rige a partir de la fecha de su
promulgación, en los términos pertinentes del artículo 164 de la Ley 446 de 1998, y deroga
todas las disposiciones que le sean contrarias.'  

Notas del Editor



- Destaca el editor lo dispuesto por el Consejo de Estado Sección Tercera, Expediente No.
31450 de 22 de agosto de 2007, C.P. Dr. Enrique Gil Botero:

'Lo anterior, como quiera que una vez entraron a operar los juzgados administrativos, el
artículo 1º de la ley 954 de 2005 perdió vigencia y, por ende, el marco de competencia que
dicha normatividad transitoria había asignado a los tribunales administrativos para proferir
decisiones en única instancia, en relación con los procesos cuyo conocimiento
correspondería, en principio, a los jueces administrativos en primera instancia, perdió toda
aplicación (art. 134 B C.C.A. - art. 42 ley 446 de 1998). En esa perspectiva, si el proceso
ingresó para fallo con posterioridad al 1º de agosto de 2006, lo procedente es que los
tribunales administrativos remitan por competencia estos procesos a los juzgados
administrativos, con el objetivo de no limitar o impedir el principio de la doble instancia, en
tanto la norma de transición (ley 954 de 2005), operó durante el período comprendido entre el
28 de abril de 2005 (fecha de promulgación) y el 1º de agosto de 2006 (fecha en que
efectivamente entraron a operar los jueces administrativos––.    

'A las anteriores conclusiones se arriba, una vez estudiadas de manera concordante las
disposiciones establecidas en los artículos 7º de la ley 954 de 2005, y 164 de la ley 446 de
1998, preceptos que establecen, respectivamente: ...

'Como se aprecia, el inciso tercero del artículo 164 de la ley 446 ibídem, regula el evento en
el cual, los procesos que, en principio, por razones de la entrada en vigencia de la ley 954 de
2005, y que se extendió durante el lapso comprendido entre el 28 de abril de 2005 y el 1º de
agosto de 2006, pasaron a ser de única instancia para ser decididos por los tribunales
administrativos, siempre y cuando su cuantía fuere igual o inferior a quinientos salarios
mínimos mensuales legales, pero los que ingresaron a despacho para fallo, en sede de tribunal
administrativo, con posterioridad al 1º de agosto de 2006 (fecha de entrada en operación de
los juzgados administrativos), deben ser enviados al competente, en este caso, a los jueces
administrativos, con el fin de evitar que se invada la competencia de éstos y, adicionalmente,
que se vea limitado el postulado constitucional de la doble instancia.

'En síntesis, sólo quedaron de única instancia, todos aquellos procesos (cuyas cuantías sean
iguales o inferiores a quinientos o trescientos salarios) que ingresaron para fallo en los
tribunales administrativos, entre el período comprendido entre el 28 de abril de 2005 y el 1º
de agosto de 2006, o que si bien ingresaron antes del 28 de abril de 2005 para dicho efecto, el
recurso de apelación en contra de la sentencia se interpuso bajo la vigencia de la ley 954 de
2005 y, por lo tanto, bajo el amparo de las normas de competencia que este ordenamiento
estableció de manera transitoria; de lo contrario, si el proceso, tal y como se ha precisado de
manera reiterada, ingresó para sentencia con posterioridad al 1º de agosto de 2006, habrá
lugar a determinar, según los parámetros de la ley 446 de 1998, si debe ser fallado bien por
los jueces administrativos (art. 134B C.C.A.), o por el tribunal administrativo (art. 132
C.C.A.), en primera instancia.  

'Así las cosas, habrá lugar en cada caso a verificar la fecha en que el proceso entró para fallo
de primera o de única instancia, a efectos de establecer si el correspondiente asunto es o no
susceptible de ser tramitado en segunda instancia y, consecuencialmente, determinar a quien
corresponde el conocimiento y resolución del mismo, según los parámetros normativos de
vigencia de las leyes 954 de 2005 y 446 de 1998.'



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 1o. y Apartes en letra itálica y subrayado del parágrafo declarado EXEQUIBLE por
la Corte Constitucional mediante Sentencia C-509-06 de 6 de julio de 2006, Magistrada
Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández. La Corte Constitucional declaró estarse a lo
resuelto en las Sentencias C-046-06 y C-474-06. Fallo inibitorio en relación con algunos
apartes.

- Apartes en letra itálica 'y' y 'cuando la cuantía exceda de los montos' declarado
EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-474-06 de 14 de junio de
2006, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño. Estarse a lo respecto respecto a la
Sentencia C-046-06.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-046-06 y C-050-06
mediante Sentencia C-126-06 de 22 de febrero de 2006, Magistrado Ponente Dr. Alfredo
Beltrán Sierra.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-046-06, e inhibida
para fallar sobre el resto del contenido normativo del parágrafo 1o.  mediante Sentencia C-
050-06 de 1 de febrero de 2006, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

- Apartes subrayados declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-046-06 de 1 de febrero de 2006, Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 446 de 1998, con las modificaiones introducidas por la Ley 954 de
2005:

ARTÍCULO 164. En los procesos iniciados ante la jurisdicción contencioso administrativa,
los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, los términos que hubieren
comenzado a correr, los incidentes en curso, y las notificaciones y citaciones que se estén
surtiendo, se regirán por la ley vigente cuando se interpuso el recurso, se decretaron las
pruebas, empezó a correr el término, se promovió el incidente o principió a surtirse la
notificación.

Los procesos de única instancia que cursan actualmente en el Consejo de Estado y que
conforme a las disposiciones de esta ley correspondan a los Tribunales en única instancia,
serán enviados a éstos en el estado en que se encuentren, salvo que hayan entrado al despacho
para sentencia.

Los procesos en curso que eran de única instancia ante el Consejo de Estado o ante los
Tribunales y que quedaren de doble instancia se deberán enviar en el estado en que se
encuentren al competente, según esta ley, salvo que hayan entrado al despacho para
sentencia.

Los procesos en curso que a la vigencia de esta ley eran de doble instancia y quedaren de
única, no serán susceptibles de apelación, a menos que ya el recurso se hubiere interpuesto.

PARAGRAFO. <Ver Notas del Editor> <Parágrafo modificado por el artículo 1 de la Ley



954 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> Las normas de competencia previstas en esta
ley se aplicarán, mientras entran a operar los Juzgados Administrativos, así:

Los Tribunales Administrativos conocerán en única instancia de los procesos cuyas cuantías
sean hasta de 100, 300, 500 y 1.500 salarios mínimos legales mensuales vigentes previstas en
el artículo 42, según el caso, y en primera instancia cuando la cuantía exceda de los montos.
Asimismo, en única instancia del recurso previsto en los artículos 21 y 24 de la Ley 57 de
1985, en los casos de los municipios y distritos y de los procesos descritos en el numeral 9
del artículo 134b adicionado por esta ley, salvo los relativos a la acción de nulidad electoral
de los alcaldes de municipios que no sean capital de departamento, que serán revisados en
primera instancia.

Los Tribunales Administrativos continuarán, en única y primera instancia, con el ejercicio de
las competencias de que tratan los artículos 39 y 40.

Las competencias sobre jurisdicción coactiva asignadas en segunda instancia a los Tribunales
Administrativos según el artículo 41, corresponderán en segunda instancia al Consejo de
Estado. Y las competencias sobre jurisdicción coactiva asignadas en segunda instancia a los
Jueces Administrativos según el artículo 42, corresponderán en segunda instancia a los
Tribunales Administrativos.

El Consejo de Estado asumirá en única y segunda instancia, las competencias asignadas en
los artículos 36, 37 y 38.

Las competencias por razón del territorio y por razón de la cuantía, previstas en el artículo 43
de la Ley 446 de 1998, regirán a partir de la vigencia de la presente ley.

Texto original de la Ley 446 de 1998:

ARTÍCULO 164. En los procesos iniciados ante la jurisdicción contencioso administrativa,
los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, los términos que hubieren
comenzado a correr, los incidentes en curso, y las notificaciones y citaciones que se estén
surtiendo, se regirán por la ley vigente cuando se interpuso el recurso, se decretaron las
pruebas, empezó a correr el término, se promovió el incidente o principió a surtirse la
notificación.

Los procesos de única instancia que cursan actualmente en el Consejo de Estado y que
conforme a las disposiciones de esta ley correspondan a los Tribunales en única instancia,
serán enviados a éstos en el estado en que se encuentren, salvo que hayan entrado al despacho
para sentencia.

Los procesos en curso que eran de única instancia ante el Consejo de Estado o ante los
Tribunales y que quedaren de doble instancia se deberán enviar en el estado en que se
encuentren al competente, según esta ley, salvo que hayan entrado al despacho para
sentencia.

Los procesos en curso que a la vigencia de esta ley eran de doble instancia y quedaren de
única, no serán susceptibles de apelación, a menos que ya el recurso se hubiere interpuesto.

PARÁGRAFO. Mientras entran a operar los Juzgados Administrativos continuarán
aplicándose las normas de competencia vigentes a la sanción de la presente ley.  



ARTICULO 165. SEGUIMIENTO. La Dirección General de Políticas Jurídicas y Desarrollo
Legislativo del Ministerio de Justicia y del Derecho, hará el seguimiento de los efectos
producidos por la aplicación de la presente ley. Dicha Dirección rendirá un informe al respecto
dentro de los veinticuatro (24) meses siguientes a dicha vigencia, ante las Presidencias del
Senado y la Cámara de Representantes.

ARTICULO 166. ESTATUTO DE LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS DE
SOLUCION DE CONFLICTOS. Se faculta al Gobierno Nacional para que, dentro de los dos (2)
meses siguientes a la expedición de esta ley, compile las normas aplicables a la conciliación, al
arbitraje, a la amigable composición y a la conciliación en equidad, que se encuentren vigentes
en esta ley, en la Ley 23 de 1991, en el Decreto 2279 de 1989 y en las demás disposiciones
vigentes, sin cambiar su redacción, ni contenido, la cual será el Estatuto de los Mecanismos
Alternativos de Solución de Conflictos.

ARTICULO 167. DEROGATORIAS. Derógase:

1. Los artículos 22, 23, 27, 30, 31, 33, 36 a 41, 43, 46, 48, 54, 58, 68 a 71, 77, 78, 88, 92, 94, 96,
98 a 100, 104, 107, 108, 111 y 116 de la Ley 23 de 1991.

2. Los artículos 5o., 6o., 8o., 9o., 25 a 27, 29, 38 numeral 3, 42, 45 y 47 a 54 del Decreto 2279 de
1989.

3. El artículo 9o. de la Ley 25 de 1992.

Las demás normas que le sean contrarias.

Jurisprudencia Vigencia

- Artículo declarado EXEQUIBLE, en cuanto deroga el artículo 46 de la Ley 23 de 1991, por
la Corte Constitucional mediante Sentencia C-247-99 del 21 de abril de 1999, Magistrado
Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.



Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 7 de julio de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Justicia y del Derecho,

Almabeatriz Rengifo López.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Antonio José Urdinola Uribe.

El Ministro de Trabajo y Seguridad Social,

Carlos Bula Camacho.

      

<Notas de Pie de Página incluidas por Avance Jurídico:>

1. Mediante el artículo 1o. del Decreto 4327 de 2005, "por el cual se fusiona la Superintendencia
Bancaria de Colombia en la Superintendencia de Valores y se modifica su estructura", publicado
en el Diario Oficial No. 46.104 de 26 de noviembre de 2005. Se demomina en adelante
Superintendencia Financiera de Colombia.
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